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Ministerio de Relaciones Exteriores  República Oriental del Uruguay

Dirección de Derechos Humanos y Derecho Humanitario

RESPUESTA URUGUAY A CUESTIONARIO “ESTIGMATIZACIÓN EN LA REALIZACIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS AL AGUA Y EL SANEAMIENTO”.
I) Introducción. 

Uruguay apoya el mandato asignado a la Relatora Especial sobre el derecho humano al agua potable y saneamiento aprobado por la Resolución 16/2 del Consejo de Derechos Humanos, estimando la importancia de poder contar con información fidedigna en relación a la efectiva realización del derecho humano al agua y saneamiento en todas partes del mundo.

En relación al Estado uruguayo, de acuerdo al artículo 47 inciso 2 de la Constitución de la República, el “agua es un recurso natural esencial para la vida”, razón por la cuál el “acceso al agua potable y el acceso al saneamiento constituyen derechos humanos fundamentales”. A partir de tal reconocimiento Uruguay se ha convertido en el primer país del mundo en declarar como derecho humano fundamental al acceso al agua potable y al saneamiento.
A partir de la reforma constitucional del año 2004, los servicios de agua potable y saneamiento deben ser prestados “exclusiva y directamente por personas públicas estatales”. 
De este modo, Obras Sanitarias del Estado (OSE) se ha convertido en el organismo estatal responsable del abastecimiento de agua potable y saneamiento en toda la República Oriental del Uruguay, y del servicio de saneamiento en el resto del país, ya que en la capital uruguaya (Montevideo) esta tarea es llevada a cabo por el Gobierno Departamental. 
Uruguay, a través de los servicios de OSE logra dar cobertura de agua potable al 98% de la población total del país, ubicando a Uruguay entre los países con mayor y mejor cobertura del mundo en esta materia. Asimismo, este indicador ubica a Uruguay en términos de enfermedades sanitarias, en un nivel muy bajo.
Debe tenerse presente que el costo mensual del consumo de agua en Uruguay oscila entre el 2,5% y 3% del ingreso familiar promedio lo cual representa, en términos comparativos con el resto del mundo, un desembolso no demasiado oneroso para los salarios promedio de la población uruguaya. 

En cuanto a saneamiento (esto es, los sistemas comprendidos por redes de alcantarillado con disposición final en una planta de tratamiento así como sistemas de evacuación, tratamiento o disposición de aguas residuales) Uruguay se ha trazado como meta, para dar cumplimiento a los Objetivos de Desarrollo del Milenio, alcanzar una cobertura mínima del 60% en servicios existentes y mantener un crecimiento sostenido en el resto.

Entre los años 2000 y 2009, la cobertura de saneamiento colectivo en el interior del país creció un 8%. Ese crecimiento resulta más significativo al ser analizado sólo en las capitales de los distintos Gobiernos Departamentales donde se verifica un incremento en la cobertura del 48% al 63%.
II) Retos y obstáculos a la plena efectividad del derecho humano al agua potable y saneamiento en Uruguay.

Uruguay debe enfrentar desafíos y obstáculos para el efectivo ejercicio del derecho humano al agua potable y saneamiento por parte de su población.

Resulta menester señalar que la población con dificultad de acceso al agua potable (2% de la población del país) será totalmente abastecida por el denominado Programa de Abastecimiento de Agua Potable a Pequeñas Localidades y Escuelas Rurales.

Este Programa es financiado con un préstamo no reembolsable del Fondo Español para Agua y Saneamiento, es administrado por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y cuenta con aportes propios de OSE. Fue ideado en el año 2008 para llevar el recurso a unas 28.000 personas que conforman las pequeñas localidades y población rural dispersa del país.
De esta forma, Uruguay logrará alcanzar uno de los Objetivos de Desarrollo del Milenio, es decir, el brindar acceso sostenible al agua potable a la población que se abastece de fuentes no seguras, compromiso reforzado con la aprobación de la reforma constitucional del año 2004 que, en su Artículo 47º ya mencionado, consagra el acceso al agua potable como un derecho humano fundamental. 
No obstante ello, debe reconocerse que aún persisten deficiencias y obstáculos específicos por subsanar tales como el mejoramiento de la calidad del agua en algunas pocas zonas del país así como progresos más concretos en el sistema de contabilización del agua.
La capital del país (Montevideo) cuenta con una cobertura de saneamiento para el 90% de su población (debe tenerse presente que en la capital del país habita más de la mitad de la población del Uruguay). Para el restante 10% se están implementando planes de saneamiento urbano con el objetivo de mejorar la infraestructura en varios barrios de la capital a la vez que se ha comenzado a rehabilitar colectores y sistemas de disposición final en la zona oeste de la capital.

En lo concerniente al interior del país el porcentaje de cobertura de saneamiento asciende en la actualidad a un 50% de la población. 

Nuestro país ha iniciado planes y programas con el objetivo de proporcionar cobertura a sectores vulnerables de la población del país. En este sentido resulta pertinente señalar la voluntad del Estado uruguayo de crear plantas de tratamiento de lodo para descarga de barométricas, un plan de inversión al año 2030 con la finalidad de dar cobertura a ciudades de más de 5000 habitantes y el denominado Plan Nacional de Saneamiento cuyo objetivo es brindar cobertura a la totalidad del país.
III) Buenas prácticas (políticas, estrategias, proyectos, programas, campañas) y factores propicios a este respecto.

Uruguay ha llevado adelante - y continúa impulsando - una serie de políticas y programas que pueden ser valorados como buenas prácticas en la materia.

Entre otros se puede hacer mención al programa de  erradicación de la vivienda rural insalubre (programa MEVIR) a través del cual se busca contribuir en la construcción de un hábitat sostenible para la población que vive y/o trabaja en el medio rural, erradicando la vivienda insalubre del asalariado rural. 
Con los años el programa MEVIR ha ampliado su objetivo original pasando de la construcción o refacción de viviendas a edificaciones productivas, servicios comunitarios, servicios de infraestructura (agua, electricidad, saneamiento), capacitación y asistencia técnica.  

Otro de las políticas que merecen particular destaque es el Programa de Abastecimiento a Pequeñas Localidades y Escuelas que se encuentran en el medio rural aislado y disperso. Si bien ello significa aumentar la cobertura en materia de acceso al agua potable a sólo el 1% de la población del país, esto resulta prioritario para el Estado ya que conlleva el mejoramiento de la calidad de vida de la población más vulnerable. Este programa es cogestionado con la población local, un ejemplo novedoso de trabajo y cuidado conjunto.

Otro mecanismo que puede ser considerado una buena práctica consiste en la implementación de la denominada tarifa única por parte de OSE. En otras palabras, el precio al consumo de un litro de agua es el mismo en todo el territorio nacional. A su vez, dicho organismo también aplica la tarifa social, más económica destinada a la población que tiene dificultad para acceder a los servicios de agua potable y saneamiento. 
En estos casos, por un consumo de hasta 15 m3 al mes el cliente abona por el servicio de agua potable 66,97 pesos uruguayos (unos 3 dólares americanos) y en las localidades del interior del país con saneamiento abona 107,16 pesos por ambos servicios (unos 5 dólares americanos). 
Asimismo, se señala como buena práctica la utilización de Unidades Potabilizadoras de Aguas (UPAS), plantas de fácil transporte para el tratamiento de agua que pueden trabajar con una amplia variedad de calidades de agua sin procesar.

Finalmente, corresponde puntualizar la existencia de plantas modulares de saneamiento, las que reciben continuamente los vertidos de las barométricas y evitan de esta forma el vertimiento de los mismos en zonas habitables.

IV) Cuestionario.

¿Qué grupos o individuos experimentan estigmatización?

Uruguay considera oportuno utilizar el término “vulnerabilidad” en lugar de “estigmatización”, puesto que no se percibe la existencia de una real estigmatización frente al derecho humano de acceso al agua y/o saneamiento. Vulnerabilidad es un término más apropiado que se traduce en una menor capacidad de acceso a estos servicios. 

No existe una estigmatización por parte del Estado uruguayo frente a determinados grupos y/o individuos en lo concerniente al acceso al agua potable y saneamiento. 
No obstante ello, podría sostenerse que aquella población que efectivamente no puede acceder a estos servicios podría percibir cierta estigmatización. 

Realizada esta precisión, en términos generales puede afirmarse que la población vulnerable en Uruguay se encuentra conformada por aquellos individuos que se localizan en los denominados asentamientos irregulares, en pequeños pueblos rurales, en zonas contaminadas, zonas inundables y en población rural dispersa. 
2) ¿Cómo les afecta a diferentes grupos e individuos?

En relación al agua potable, el riesgo al que la población vulnerable se expone es mínimo ya que la calidad del agua y el acceso masivo a la misma son considerablemente altos. 
En materia de saneamiento, los grupos demográficos que se encuentran en situación de vulnerabilidad se exponen a un riesgo más elevado que en cuanto al acceso a agua potable. 
Vulnerabilidad y riesgo se explican debido a que proveer el mencionado servicio resulta dificultoso no solo por la falta de demanda por parte de estos grupos demográficos sino también por su tendencia a instalarse ilegalmente en zonas inundables y contaminadas en las que no es posible la instalación de una red de saneamiento. 
3) ¿En qué medida la estigmatización afecta el acceso al agua y saneamiento?

La población en situación de vulnerabilidad puede hacer uso de la ya mencionada tarifa social gracias a la cual el consumo de agua mensual ronda los sesenta y siete pesos uruguayos, esto es, aproximadamente unos 3,5 dólares americanos.

A su vez, en caso de enfrentar dificultades en el pago de la tarifa mensual de OSE, los ciudadanos en condiciones de vulnerabilidad podrán financiar la regularización de su pago a través de distintos sistemas de pago.
Debe señalarse que en el área de saneamiento, el Estado uruguayo subsidia tanto la conexión/instalación, como el propio servicio para ciertos grupos demográficos.  

4) ¿Qué medidas se han llevado a cabo para afrontar y superar la estigmatización?

Entre las medidas llevadas a cabo para afrontar y superar la situación de vulnerabilidad de ciertas poblaciones, se destaca la puesta en marcha del Programa de Integración de Asentamientos Irregulares (PIAI). 
Desde 2008 el PIAI ejecuta fondos otorgados por el BID para la regularización de asentamientos que no cumplen con ciertos requisitos de urbanidad y ordenamiento territorial. 
El objetivo del mismo es mejorar la infraestructura de los espacios comunes y formalizar los servicios de la red sanitaria y eléctrica. 
Si bien el 90% de los asentamientos se ubican en la Zona Metropolitana, el PIAI desarrolla acciones también en el interior del país. 

Finalmente, debe tenerse presente la ya mencionada Comisión Honoraria Pro Erradicación de la Vivienda Rural Insalubre (MEVIR), la que implementa un sistema de acceso a la vivienda adecuado al medio rural y basado en un concepto integral de hábitat según el cual la vivienda es un elemento dentro de un sistema complejo donde interactúan equilibradamente varios factores: territorio, producción de bienes y servicios, ser humano en comunidad, servicios comunitarios e infraestructuras físicas.  
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